
§37. Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil 
del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen. 
 
MODIFICADA POR: 
Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal 
(BOE núm. 152, de 23 de junio de 2010) 

• Disposición final segunda. Modificación de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de 
mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y 
a la propia imagen. 

Se añaden un nuevo apartado cuatro al artículo cuarto y un nuevo apartado ocho 
al artículo séptimo, y se modifica el artículo noveno de la Ley Orgánica 1/1982, de 
5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y 
familiar y a la propia imagen, en los términos siguientes: 

Uno. Se añade un nuevo apartado cuatro al artículo cuarto, que queda 
redactado como sigue (pág. 830): 

«Cuatro. En los supuestos de intromisión ilegítima en los derechos de las 
víctimas de un delito a que se refiere el apartado ocho del artículo séptimo, 
estará legitimado para ejercer las acciones de protección el ofendido o 
perjudicado por el delito cometido, haya o no ejercido la acción penal o civil 
en el proceso penal precedente. También estará legitimado en todo caso el 
Ministerio Fiscal. En los supuestos de fallecimiento, se estará a lo dispuesto 
en los apartados anteriores.» 

Dos. Se añade un nuevo apartado ocho al artículo séptimo, que queda 
redactado como sigue (pág. 831): 

«Ocho. La utilización del delito por el condenado en sentencia penal firme 
para conseguir notoriedad pública u obtener provecho económico, o la 
divulgación de datos falsos sobre los hechos delictivos, cuando ello suponga 
el menoscabo de la dignidad de las víctimas.» 

Tres. Se modifica el artículo noveno, que tendrá la redacción siguiente (pág. 
832): 

«Uno. La tutela judicial frente a las intromisiones ilegítimas en los derechos 
a que se refiere la presente Ley podrá recabarse por las vías procesales 
ordinarias o por el procedimiento previsto en el artículo 53.2 de la 
Constitución. También podrá acudirse, cuando proceda, al recurso de 
amparo ante el Tribunal Constitucional. 

Dos. La tutela judicial comprenderá la adopción de todas las medidas 
necesarias para poner fin a la intromisión ilegítima de que se trate y, en 
particular, las necesarias para: 

a) El restablecimiento del perjudicado en el pleno disfrute de sus derechos, 
con la declaración de la intromisión sufrida, el cese inmediato de la misma y 



la reposición del estado anterior. En caso de intromisión en el derecho al 
honor, el restablecimiento del derecho violado incluirá, sin perjuicio del 
derecho de réplica por el procedimiento legalmente previsto, la publicación 
total o parcial de la sentencia condenatoria a costa del condenado con al 
menos la misma difusión pública que tuvo la intromisión sufrida. 

b) Prevenir intromisiones inminentes o ulteriores. 

c) La indemnización de los daños y perjuicios causados. 

d) La apropiación por el perjudicado del lucro obtenido con la intromisión 
ilegítima en sus derechos. 

Estas medidas se entenderán sin perjuicio de la tutela cautelar necesaria 
para asegurar su efectividad. 

Tres. La existencia de perjuicio se presumirá siempre que se acredite la 
intromisión ilegítima. La indemnización se extenderá al daño moral, que se 
valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la 
lesión efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta, en su 
caso, la difusión o audiencia del medio a través del que se haya producido. 

Cuatro. El importe de la indemnización por el daño moral, en el caso de los 
tres primeros apartados del artículo cuarto, corresponderá a las personas a 
que se refiere su apartado dos y, en su defecto, a sus causahabientes, en la 
proporción en que la sentencia estime que han sido afectados. En los casos 
del artículo sexto, la indemnización se entenderá comprendida en la 
herencia del perjudicado. 

En el caso del apartado cuatro del artículo cuarto, la indemnización 
corresponderá a los ofendidos o perjudicados por el delito que hayan 
ejercitado la acción. De haberse ejercitado por el Ministerio Fiscal, éste 
podrá solicitar la indemnización para todos los perjudicados que hayan 
resultado debidamente identificados y no hayan renunciado expresamente a 
ella. 

Cinco. Las acciones de protección frente a las intromisiones ilegítimas 
caducarán transcurridos cuatro años desde que el legitimado pudo 
ejercitarlas.» 


